Carátula 
SEÑOR BERRUTTI.- Damos comienzo a la reunión. 
(Es la hora 15 y 51 minutos) 


SEÑOR VILLEGAS.- Quería comentar que recibí del arquitecto Sienra un estudio comparativo y comentarios a propósito de la Ley 
de Centros Poblados, así como también eventuales modificaciones que podrían incluirse en la ley. Al respecto tengo una duda. Me 
pregunto si conviene incorporar lo que queda de la Ley de Centros Poblados, que no es mucho, a esta nueva ley, o dejarlo de lado 
y, eventualmente, realizarle una corrección anulando algunos artículos, como ser el párrafo tercero del artículo 15, que es un 
disparate. Me queda la duda acerca de si conviene incorporar un artículo sobre fraccionamientos, que es lo fundamental de la Ley 
de Centros Poblados y que, en buena parte, es necesario corregir. 


Vuelvo a plantear la duda de si habría que incorporar esos conceptos mediante algunos artículos en este proyecto de ley o, 
simplemente, anular ciertas normas que han producido el caos con relación al tema de los centros poblados. 


Simplemente es un planteo que realizo a los miembros de la Comisión, porque me parece que no es lógico tener dos leyes sobre 
temas muy similares cuando puede incorporarse lo que sea necesario a este nuevo proyecto de ley. Hago el planteo y quedo para 
escuchar las distintas opiniones. 


SEÑOR SIENRA.- En realidad, cuando iniciamos el estudio del Título IV del proyecto de ley dije que, en mi opinión, este Título no 
era necesario y que, si era de interés, podría cerrarse la ley con lo anterior, dejando esto para una segunda etapa. 


En el Mensaje del Poder Ejecutivo, este Título IV tiene una propuesta de ajustes legales que plantea un ajuste a la Ley Orgánica 
Municipal, una serie de ajustes a la Ley de Centros Poblados -que es a lo que se refería el arquitecto Villegas- un ajuste a la ley 
que crea la Corporación Nacional para el Desarrollo, luego un capítulo específico en el que establecen algunas normas para costas 
y por último habla de la reglamentación de la ley. 


Creo que es importante que la Ley de Ordenamiento del Territorio prevea todo lo anterior. Esto, en realidad, no cambia demasiado 
las cosas, siempre y cuando no se apruebe lo que propone el Poder Ejecutivo porque eso, como surge del cuadro que yo mandé, 
está todo mal. 


En el artículo 59 del Mensaje del Poder Ejecutivo se propone una modificación a la Ley Orgánica Municipal que en realidad lo que 
hace es copiar las disposiciones que la Ley de Ordenamiento Territorial incluye con relación a los Gobiernos Departamentales. Por 
lo tanto es absolutamente innecesario y creo que no es bueno modificar una ley tan importante como la Ley Orgánica Municipal por 
retazos, y menos agregándole cosas que son absolutamente prescindibles. 


Con respecto a la Ley de Centros Poblados, en el cuadro que yo envié por "e-mail" marqué qué artículos habían perdido vigencia o 
qué artículos tenían una serie de contradicciones con el proyecto de ley de Ordenamiento Territorial que estamos considerando. 


En realidad, la Ley de Centros Poblados del año 1946 imponía algunas normas respecto al ordenamiento del territorio o a la 
planificación territorial y reglamentaba la forma en que los predios se incorporaban a las áreas urbanas o suburbanas. Cuando el 
país se dote de una ley de ordenamiento territorial, las disposiciones de la Ley de Centros Poblados referidos a ese tema pasarán a 
ser obsoletas y serán sustituidas por la ley nueva que, además, actualizará los conceptos y ampliará y detallará todo lo relativo a la 
planificación territorial y urbana. 


Entonces, ¿qué es lo que se mantiene válido de la Ley de Centros Poblados? Se mantiene válido el mecanismo de pasaje de un 
predio rural a uno urbano o suburbano. Creo que eso es totalmente válido. Lógicamente, sería bueno hacerle algunos ajustes para 
mejorar la compatibilidad entre ambas normas, pero no es absolutamente imprescindible. En el "e-mail" que yo envié, formulo 
comentarios artículo por artículo y propongo una redacción con los ajustes que debería tener la Ley de Centros Poblados que - 
reitero- pueden incluirse en la ley de ordenamiento del territorio o en una ley posterior, ya que no es algo absolutamente 
fundamental. 


Con respecto a las sanciones, la Ley de Ordenamiento Territorial, al menos en la versión que estoy proponiendo, amplía y detalla 
las sanciones posibles a los infractores e, incluso, determina algunas sanciones penales que fundamentalmente tomé de la 
propuesta de la doctora Pereira. Eso hace que las sanciones que propone la Ley de Centros Poblados sean también obsoletas. De 
todas maneras, todos esos ajustes se pueden hacer, si los señores Senadores lo entienden pertinente, en una etapa posterior. 


Con relación al ajuste que el Mensaje del Poder Ejecutivo propone para la Corporación Nacional para el Desarrollo, ya he indicado 
que me parece totalmente inadecuado. Lo que sí podría ser adecuado es analizar si las entidades financieras e, incluso, las AFAP, 
actualmente tienen facultades o no para financiar infraestructuras u operaciones urbanísticas. Me refiero particularmente, por 
ejemplo, a las administradoras de fondos, que no solamente pueden ser las AFAP, sino también cualquier otra entidad que se 
dedique a administrar fondos, y a las empresas de seguros, porque es típico que éstas hagan inversiones en operaciones 
inmobiliarias, donde aumentan su capital y obtienen rentas que es, justamente, lo que necesitan para hacer frente a los posibles 
reclamos de los asegurados. De manera que en el Mensaje del Poder Ejecutivo esa parte no viene; no he buscado esa legislación, 
pero creo que alcanza con advertir que podría ser de interés -incluso se podría incluir a los fondos fiduciarios, que es un tema que 
sé que se está estudiando- que se los habilitara para participar en la financiación de infraestructuras, operaciones urbanísticas e, 
incluso, edilicias. 


Como he explicado en dos o tres reuniones aquí, estoy totalmente en contra con todas las disposiciones que propone la norma 
para las áreas costeras. Al respecto, se puede observar que yo trato ese tema -que, en lo personal, me parece muy importante- en 
la Ley de Centros Poblados, ya que en su artículo 13 se hace referencia al tema de las costas. Allí propongo una modificación para 
garantizar que las costas tengan el espacio y el territorio que naturalmente requieren para funcionar correctamente. En cuanto a 


este asunto, pienso que si no se modifica la Ley de Centros Poblados, al menos la Ley de Ordenación del Territorio podría 
encararlo. De todas formas, se haría de una manera absolutamente diferente de como lo trata el Mensaje del Poder Ejecutivo e, 
incluso, la legislación vigente, porque la propuesta hace especial hincapié en que la gestión costera tiene que tomar todas las 
medidas a su alcance para preservar la dinámica costera, que es el factor clave, y no la estructura o la geomorfología, como 
plantea, por ejemplo, el Código de Aguas. 


Esto último también es importante, pero lo que define la forma de las costas y lo que define el espacio costero, es decir, la interfaz 
tierra-agua, es la dinámica de costas, lo cual pienso que sería bastante bueno que la normativa uruguaya empezara a reconocerlo. 


Por último, quiero señalar que el proyecto del Poder Ejecutivo tiene algunos artículos que, realmente, no sé para qué vinieron. Por 
ejemplo, el artículo 65 dice que todas las disposiciones de la presente ley se aplicarán a partir de su publicación, aun cuando no 
estén aprobados los planes, etcétera. ¿Qué ley no rige a partir de los diez días de la publicación o desde el momento en que se 
publica? Entiendo que esto es absurdo y es de pésima técnica incluirlo en la norma. 


Por otra parte, el artículo 66 establece que el Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro del plazo de un año a partir de su 
promulgación y la elaboración del reglamento será coordinada entre el Poder Ejecutivo y el Congreso de Intendentes. Esto me 
parece mal en ambos conceptos. En primer lugar, está mal que la ley fije un plazo para su reglamentación, ya que he sido testigo 
de muchas leyes que ponen plazos y nunca se cumplen; las reglamentaciones se van haciendo cuando se considera adecuado. 
Esta es una ley compleja que va a tener más de una reglamentación, por lo que un decreto de ley reglamentario no va a ser 
suficiente para reglamentar todas las materias que trata la Ley de Ordenación del Territorio. Pero, además, algunas de las 
reglamentaciones van a requerir que se hagan a nivel departamental, y cada departamento la tendrá que efectuar por medio de 
ordenanzas o decretos departamentales y, eventualmente, por resoluciones de los Intendentes. 


Por otro lado, no tengo ninguna duda de que la Constitución no prevé para el Congreso de Intendentes la función de hacer 
reglamentaciones de leyes. Por lo tanto, me parece que está fuera de nuestro marco legal y, además, no lo considero adecuado, 
sobre todo teniendo en cuenta que todo el planteo que hace la Ley de Ordenación del Territorio en cualquiera de las versiones que 
hemos escuchado aquí, hace especial hincapié en que la gestión del territorio debe ser coordinada entre todos los responsables de 
definir usos o realizar infraestructuras o construcciones en el territorio y, particularmente, la coordinación debe realizarse entre el 
Poder Ejecutivo y los Gobiernos departamentales. Entonces, decir que la reglamentación hay que coordinarla con el Congreso de 
Intendentes no tiene sentido e, inclusive, puede llegar a complicar esta situación. Porque, ¿qué pasa si el Congreso de Intendentes 
y el Poder Ejecutivo no se ponen de acuerdo en algún aspecto de la reglamentación? ¿No se puede reglamentar la ley? En mi 
opinión, no va por ahí la cosa, ya que pienso que la coordinación es la clave y, por eso, en todos los aspectos esta norma, en casi 
todos los proyectos -pero fundamentalmente puedo hablar del que estoy proponiendo porque lo tengo absolutamente presente- 
exige la coordinación y, además, prevé un mecanismo determinante para agotar todas las alternativas para que esa coordinación 
se logre de una manera amigable, sin tener que dirimir diferencias en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo o en la Justicia. 
Resalto aquí que me parece fundamental el mecanismo de conciliación obligatoria que propongo. 


En resumen, con respecto a la última parte de la ley, entiendo que es mejor volver a lo tradicional, es decir, que entre en vigencia 
como establece la Constitución, y no decir nada acerca de la reglamentación, ya que se va a reglamentar por el Poder Ejecutivo y 
por los Gobiernos departamentales, como entiendan pertinente. 


SEÑOR BERRUTTI.- Quiero aclarar que desde el punto de vista legislativo, los asesores van a tener que dirimir si modifican o no la 
Ley de Centros Poblados. Puede ocurrir que opten por una ley de ordenamiento en la que se pase por alto lo que planteaba el 
arquitecto Villegas con respecto al inciso tercero del artículo 15. Hay que tener en cuenta que la ley está por encima de los planes 
y, entonces, será preciso modificar la ley. De todos modos, eso lo van a dirimir ustedes. 


El tema está planteado en el sentido de que no haya colisión entre el nuevo proyecto de ley y las leyes vigentes. De la misma 
manera, cuando iniciamos el trabajo, proporcioné las leyes que recopilé y que eran afines con los temas de planeamiento territorial, 
de ordenamiento territorial y acondicionamiento territorial. Esas leyes son numerosas y si bien el tratamiento es bastante 
complicado, hay puntos que son netamente visibles, como el que planteó el arquitecto Villegas. 


SEÑORA PEREIRA.- Con respecto a este tema, creo que lo que habría que corregir de este proyecto de ley de ordenamiento 
territorial, es lo garrafal, como podría ser el artículo 15. Asimismo, se podría proponer en la exposición de motivos -no sé quién hizo 
una sugerencia en ese sentido- en atención a que es fundamental en este momento el tema del ordenamiento territorial, estudiar en 
el corto plazo una adecuación de la Ley de Centros Poblados, así como en la exposición de motivos incluir los temas que para 
nosotros son medulares. Yo había entendido que esa podía ser una posición. Por otro lado, tal como aquí se ha dicho, el artículo 15 
tendría la suficiente importancia para, en esta instancia, derogarlo. 


Se me ocurre, además, que cuando en el artículo 16 del proyecto de ley del Poder Ejecutivo, se evalúa la necesidad de que el 
Congreso de Intendentes participe en el momento de analizar el decreto reglamentario, se está marcando la intención de este 
artículo que sí es importante. En definitiva, si no hay voluntad política, el decreto reglamentario va a quedar en un cajón. Entonces, 
más allá de que pueda haber instancias como las que se han mencionado o como las que el ITU propone en el sentido de que se 
busquen consensos y se coordinen acciones, si ese consenso no se logra desde el principio, después resulta muy difícil 
conseguirlo. He estado estudiando este asunto y en realidad no sé bien hasta dónde la Constitución lo permite, pero a mi juicio es 
fundamental que exista consenso entre el Congreso de Intendentes -que va a ser el gran ejecutor de estas normas- y el Poder 
Ejecutivo. 


SEÑOR BERRUTTI.- Quiero manifestar que considerando una ley de ordenamiento de esta magnitud, no se puede obviar este 
aspecto, de modo que me parece fundamental que se incluya en la exposición de motivos o en la parte de la ley que los señores 
asesores consideren pertinente. 


Asimismo, había planteado que se podía hacer un capítulo con disposiciones varias con las que algunos integrantes no estaban de 
acuerdo, en virtud de que no deseaban bajar al detalle. Sin embargo, me parece que hay elementos que es importante modificar - 
que los asesores han tratado- como, por ejemplo, la Ley de Centros Poblados en su artículo 15. Creo, de todos modos, que ese 
punto se puede mencionar en alguna parte de la ley -como ser la exposición de motivos- para que los Legisladores sepan que hay 
intenciones de realizar modificaciones y los porqué de dichos cambios. Cada uno de los asesores tiene cabal conocimiento de los 


detalles de la Ley de Centros Poblados y de la Ley Orgánica Municipal. Repito que esto puede incluirse en alguna parte del 
proyecto como, por ejemplo, la exposición de motivos. De todas maneras, eso lo deben decidir los señores asesores. 


SEÑOR VILLEGAS.- Creo que en la nueva ley debe haber un capítulo referido a los fraccionamientos, ya que esto es lo que, 
fundamentalmente, queda vigente de la Ley de Centros Poblados. Pienso que hay que tener en cuenta que hay normas de esta 
Ley en esta materia -por ejemplo, en cuanto a los mínimos de frente y de superficie- que no se cumplen porque el Estado no las ha 
cumplido. Entonces, si el Estado no las cumple, qué valor pueden tener. 


Por tanto, soy partidario de incorporar a este proyecto de ley una referencia al fraccionamiento, que es un tema de ordenación 
territorial. Si este proyecto dejara de lado algo tan importante, creo que le faltaría algo. De manera que, teniendo en cuenta la 
importancia del estudio del arquitecto Sienra, de una encuesta y comparación que se hizo en el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, que también arroja bastante luz sobre el tema, y de algo que yo había escrito -aunque 
no pude encontrarlo- pienso que es necesario elaborar unos artículos o incisos referidos al fraccionamiento. Esta nueva ley no 
puede ignorar este tema. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR SIENRA.- Desde mi punto de vista es lógico que este proyecto de ley realice los ajustes que requiere la Ley de Centros 
Poblados u otra. Creo que existe una contradicción importante con esta Ley de Centros Poblados, fundamentalmente porque era 
una norma que regulaba la planificación urbana y territorial y además, porque debido a los 60 años que han pasado desde su 
aprobación hasta el día de hoy, se requiere una actualización y compatibilización. Pienso que eso es perfectamente posible; es 
más, hice una propuesta -obviamente, en ella se marcan los temas- que podemos discutir con la profundidad que se desee. No 
tengo problema con la fecha de entrega de la propuesta porque, en realidad, ya la tengo hecha. Eso no quiere decir que de aquí al 
28 no modifique algunas cosas. 


Mi opinión es que es bueno que la Ley de Centros Poblados quede ajustada con la salvedad de que si eso implica que no se 
apruebe lo anterior, se puede obviar, pero lo ideal es que los ajustes se hagan ahora. 


SEÑOR VILLEGAS.- ¿Cómo se va a decir decláranse plenamente vigentes las leyes tal y cual de los centros poblados? No están 
plenamente vigentes; es un absurdo, no se puede decir eso. Considero que hay que corregir algunas cosas. Por ejemplo, el primer 
inciso del artículo 60 del proyecto de ley, evidentemente cae en una contradicción de esencia, y eso no lo podemos obviar, como 
así tampoco la inclusión en este proyecto de ley de normas referentes a fraccionamientos. Digo esto porque uno de los temas 
vitales de los cuales se ha abusado, es el de fraccionamiento. De modo que parece importante incluirlo en este proyecto de ley, por 
lo que resultaría absurdo no hacerlo. 


SEÑOR SIENRA.- Hay algunos puntos que requieren opinión política, que no es la que nosotros podemos dar como técnicos. 
Concretamente, en la propuesta que estoy haciendo sobre ajuste de la Ley de Centros Poblados, señalo que no se pueden hacer 
fraccionamientos sin que tengan un sistema de saneamiento que indique el plan correspondiente. El tema de saneamiento tiene 
que estar resuelto porque como ya expliqué, es mucho más caro para la sociedad aprobar un fraccionamiento, dejar que se 
urbanice y se construya -es decir que la gente se mude allí- y después hacer el saneamiento. 


Obviamente, esa es una posición técnica. Hay que ver si esto, políticamente, es viable. La solución que el Uruguay adoptó para 
este tema fue obviar el sistema de saneamiento y permitió que se hiciera cualquier cosa con dicho sistema, teniendo en cuenta que 
tiene costos muy altos desde el comienzo, cuando la gente se empieza a mudar, que aparecen infecciones, etcétera. En muchos 
lugares se ha realizado el saneamiento rompiendo calles y toda su infraestructura urbana y la gente no se puede conectar a ese 
tipo de sistema porque tiene su instalación sanitaria interna con desague al lado opuesto al que va el colector. Entonces, la suma 
de cosas es gigantesca. Técnicamente no es aceptable que en las áreas balnearias, en las de residencia temporal y en las urbanas 
no haya un sistema de saneamiento. Esto lo incluí como modificación a la Ley de Centros Poblados. 


SEÑORA PEREIRA.- No tengo presente en mi mente el proyecto del señor Sienra y no recogí el proyecto del Poder Ejecutivo pero 
sí recuerdo que puse un artículo relacionado al tema de fraccionamiento dentro de disposiciones especiales y normas comunes a 
todos los planes. Me pregunto si con una norma de estas características no queda saneado el tema, porque en este artículo donde 
estaban las normas comunes decía: No podrá autorizarse ningún fraccionamiento, aun en el caso de inexistencia de planes y 
directrices, en aquellos terrenos en donde no se haya construido efectivamente, a costo del proponente, todas las infraestructuras 
imprescindibles, apertura y pavimentación de calles, y en cada solar servicio de agua potable y saneamiento, conexión y suministro 
de energía eléctrica u otorgado garantía real, etcétera. Me pregunto si con un artículo de estas características no queda saneado el 
problema. 


SEÑOR SIENRA.- No es lo que dice la Ley de Centros Poblados. 


SEÑORA PEREIRA.- Queda derogado de forma tácita. Es una ley que está en el mismo rango jerárquico y al establecer esto sobre 
fraccionamiento, es más que suficiente. Queda derogado más allá de que lo especifiques o no. Tal vez veo el tema desde el punto 
de vista de mi posición de abogada y no como alguien que utiliza todo el día esta norma. Creo que el tema, así, queda saneado. 


SEÑOR SIENRA.- Creo que queda saneado. Pero no me parece conveniente decir que el fraccionado tiene que hacerse cargo del 
tema en forma genérica. Comparto totalmente el concepto, pero puede haber zonas en las que el gobierno municipal o el gobierno 
nacional puede contribuir para que haya tierras con saneamiento o las demás infraestructuras. También puede subsidiarlas 
eventualmente, porque el costo para la sociedad y el Estado puede ser infinitamente menor si el Estado participa para tener predios 
de bajo costo. Puede participar haciéndose cargo del saneamiento como ha venido ocurriendo en todas las zonas que se ha 
permitido urbanizar sin saneamiento o hasta subsidiar a los compradores. Creo que es bueno dejar el abanico abierto. 


SEÑORA PEREIRA.- El arquitecto Sienra tiene razón, pero por algo nosotros incluimos en este cuerpo normativo un capítulo que 
dice específicamente dentro de los instrumentos de gestión "incentivos". En definitiva, quedaría como que el Estado incentiva -ya 
sea en forma directa o indirecta, mediante subvenciones o quitas de impuestos- a los efectos de que en ciertos lugares se realicen 
determinados fraccionamientos. Digo esto analizando el texto en general y opino que sería correcto que figurara un artículo relativo 
al fraccionamiento, a lo que debemos sumar los eventuales incentivos. Incluso, dentro de un artículo que trate el fraccionamiento, 


se puede especificar -como ayuda memoria, aunque me parece que está de más- que se exceptúa que el proponente debe ser el 
que ofrezca toda la infraestructura u otorgue garantía en aquellos casos en los cuales los planes especifiquen que son prioritarios 
esos lugares para realizar fraccionamientos. A estos efectos, entonces, el Estado deberá incentivar. 


SEÑOR SIENRA.- Cualquiera es válida. 
SEÑORA PEREIRA.- Me parece excelente. 


En definitiva, quiero que el señor Sienra sepa que estoy de acuerdo -es más, me parece esencial- que se solucione el tema del 
saneamiento antes de fraccionar. Simplemente digo que, tal vez, dentro de lo que ya tenemos elaborado, estén incluidas las 
soluciones. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR VILLEGAS.- El anteproyecto de ley que estamos manejando tiene que ser muy claro en cuanto a eliminar posibles 
contradicciones o discusiones sobre su contenido; de todas maneras las va a haber, seguramente, pero tenemos que tratar de 
minimizarlas y de reducir los problemas a situaciones excepcionales. Incluso, podría caber alguna duda cuando hablamos de que 
las normas de esta ley generan un efecto vinculante a todas las entidades públicas, privadas, etcétera, porque no sé qué 
problemas pueden haber cuando las Intendencias reclamen su autonomía. 


Justamente, días pasados estuve hablando con Federico Bervejillo sobre este tema, y él era partidario de establecer disposiciones 
que sean obligatorias para todos, otras opcionales incentivadas, y otras que sean simplemente opcionales por parte de los 
Gobiernos Departamentales. Ese es otro planteo, pero no está concretado; era una reflexión. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 
SEÑOR BERRUTTI.- Se levanta la reunión. 


(Es la hora 16 y 55 minutos) 


Linea del vie de báaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


